Carátula 


SEÑOR KORZENIAK.- En primer lugar, quiero señalar que junto con el señor Senador Correa Freitas estamos muy complacidos 
en recibirlos. Todos, por una vía o por otra, hemos tenido contacto con Amnistía Internacional, de manera que conocemos su obra. 


Aclaro que estamos en período de receso y debido a ello, esta no es una sesión de la Comisión de Constitución y Legislación. 
Coincidentemente, por una razón que no se atribuye a ningún acuerdo previo, estamos presentes para recibirlos dos personas que 
nos dedicamos al Derecho Constitucional, que tiene una alta vinculación —aunque no exclusiva, porque también está el Derecho 
Internacional- con la Corte Penal Internacional. 


De modo que sean ustedes bienvenidos. Tenemos mucho gusto de escucharlos hablar sobre un tema que fue tratado en la 
Comisión de Constitución y Legislación que, reitero, no está reunida hoy —esta es una recepción que hacemos con el señor 
Senador Correa Freitas— entre otras cosas, porque hubo dos proyectos para la aprobación de la Corte Penal Internacional. Eso dio 
lugar a algunas deliberaciones de tipo jurídico e ideológico, por lo que los miembros de la Comisión de Constitución y Legislación y 
los señores Senadores en general tomamos un conocimiento —diría— más a fondo del que normalmente se toma con los tratados 
internacionales. 


Les reitero nuestra bienvenida y aclaro que al margen de que esta no es una sesión de la Comisión, hemos pedido la toma de la 
versión taquigráfica, ya que pensamos que se pueden recoger elementos útiles a partir de un diálogo de estas características. 
Debo informarles que a la hora 15 el Senado se reunirá para rendir homenaje al doctor Washington Beltrán por su fallecimiento. 


Además, una vez que se reúna la Comisión, va a ingresar un proyecto del Poder Ejecutivo recién elaborado que propone normas 
para la aplicación del Tratado de Roma. 


SEÑORA LARROSA.- Agradecemos a los señores Senadores por recibirnos. Soy la Presidenta de Amnistía Internacional, Sección 
Uruguay, y me acompañan la licenciada Marisa Ruiz, encargada de la Corte Penal Internacional en nuestra Sección, y el doctor 
Hugo Relva, encargado dentro de Amnistía Internacional del tema Corte Penal, quien trabaja en la Comisión Internacional sobre la 
Corte Penal. 


SEÑOR RELVA.- Quiero manifestar un doble agradecimiento debido a que sabemos que el Senado se encuentra en período de 
receso; por ello apreciamos la gentileza de recibirnos en estas circunstancias. 


En el documento que les acabamos de entregar consta la posición oficial de Amnistía Internacional con relación a la iniciativa del 
Poder Ejecutivo tendiente a implementar el Estatuto de Roma en la legislación uruguaya que, como digo, es el parecer oficial de 
nuestra Organización con respecto a ese proyecto de ley. Queremos aprovechar la oportunidad para señalar los puntos principales 
contenidos en dicho documento. 


En primer lugar, reconocemos que Amnistía Internacional observó con sumo agrado y beneplácito la aprobación en junio del año 
pasado por parte del Uruguay del Estatuto de Roma para la Corte Penal Internacional. Esta nueva institución jurisdiccional es una 
piedra angular del sistema universal de protección de los Derechos Humanos. Entendemos que esa es una contribución del 
Uruguay bien importante en la que, en definitiva, sus autoridades nada tienen para ganar; todo lo contrario, pues quedan bajo la 
supervisión de un organismo jurisdiccional internacional que también componen, como lo ha hecho la gran mayoría de los países 
de América Latina, todos los miembros de la Unión Europea, otros países europeos, algunos asiáticos, africanos, etcétera. 


Queremos destacar que también observamos con agrado el rechazo de las seis declaraciones que acompañaban el proyecto 
original del Poder Ejecutivo que vino de la Cancillería uruguaya. 


Desde nuestra perspectiva esa serie de declaraciones son contrarias al Derecho Internacional pero, en definitiva, no es el tema que 
nos atañe, es decir, al que se refiere este documento. 


Como saben los señores Senadores, la Corte Penal Internacional se asienta sobre un principio importante que es el de 
complementariedad. Esto significa que la Corte, que tiene competencia sobre tres crímenes principales -el genocidio, un listado 
acotado de crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra- cuando uno de estos ocurra no va a tener competencia 
originaria, sino que va a estar del lado de los Estados que han reconocido la competencia de este Tribunal y a ejercitar en primer 
término su propia jurisdicción local. Para eso el Uruguay, como todos los demás países del orden, debe contar en su legislación con 
los elementos normativos que le permitan a sus Tribunales ejercitar su jurisdicción sobre, precisamente, el genocidio, los crímenes 
de lesa humanidad y los crímenes de guerra. 


A nosotros siempre nos ha llamado la atención la circunstancia de que el Uruguay ha sido un país muy propicio y partidario a la 
hora de ratificar convenciones de Derechos Humanos y de Derecho Humanitario; sin embargo, el legislador ha omitido en la 
generalidad de los casos tipificar internamente aquellas conductas que los Tratados prohiben. Por ejemplo, el Uruguay es un 
Estado Parte de la Convención sobre genocidio desde el año 1967 y a pesar de ello, al igual que en mi país, la Argentina, no existe 
el genocidio como un crimen autónomo. Además, el Uruguay es un Estado Parte de la Convención contra la tortura y, hasta lo que 
yo sé, es el único país de la región que no tiene a la tortura como un crimen autónomo en su Código Penal. 


(Ingresa a Sala el señor Senador de Boismenu.) 


SEÑOR KORZENIAK.- El señor Senador de Boismenu nos ha honrado con su presencia y estoy seguro que recibe a los visitantes 
con mucho gusto. 


SEÑOR RELVA.- Anteriormente me estaba refiriendo a la importancia de este principio de complementariedad. 


En definitiva, lo que Amnistía Internacional demanda de las autoridades uruguayas —como también lo ha hecho en el caso de la 
gran mayoría de los países de América Latina- es la más pronta implementación del Estatuto de Roma. Por eso, en principio, 


vemos con agrado la iniciativa que ha enviado el Poder Ejecutivo. Pensamos que es una contribución valiosa e importante para la 
tipificación. Pensamos que es la vía por la que ha optado el proyecto de ley para la remisión al texto del Estatuto de Roma. Sin 
embargo, en el texto de nuestro documento, proponemos una serie de correcciones y enmiendas tendientes a hacer de esta 
iniciativa un instrumento plenamente compatible con el Derecho Internacional. 


En este sentido, quería poner algunos ejemplos. Como dije hace algunos instantes, el Estatuto de Roma reprime los crímenes de 
lesa humanidad y dice que son una serie de comportamientos cometidos de manera generalizada o sistemática contra una 
población civil, enumerando: asesinato, exterminio, sometimiento a esclavitud, tortura, desaparición forzada de personas, una serie 
numerosa de crímenes de naturaleza sexual y otras conductas más. De todas maneras, se refiere siempre a crimenes cometidos 
de una manera generalizada o sistemática. Esto quiere decir —no es una interpretación nuestra, sino la que ha sostenido la 
Doctrina, sobre la que hay acuerdo; es pacífico- que los actos singulares, esporádicos o aislados de ciertos comportamientos no 
alcanzan para incitar en el futuro la competencia de la Corte Penal Internacional. Por ejemplo, la comisión de hechos aislados de 
tortura o desaparición forzada de personas no queda comprendida en los términos del proyecto de ley que ha enviado el Poder 
Ejecutivo, porque consiste en una remisión que éste hace al texto del Estatuto de Roma. 


Como decía, el Uruguay es un Estado Parte de la Convención contra la Tortura, de la Convención Interamericana sobre Tortura y 
de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, que imponen el deber —generalmente incumplido- a 
todo Estado Parte de incriminar, tipificar y castigar localmente esos comportamientos. Pensamos que esta es, precisamente, una 
oportunidad histórica para el Uruguay de ponerse a tono con el Derecho Internacional y reprimir, en su legislación interna, todas y 
cada una de las conductas que libre y voluntariamente el Uruguay ha decidido condenar mediante Tratados. Quiere decir que la vía 
elegida en el proyecto del Poder Ejecutivo, o sea, la remisión al Estatuto de Roma, sólo va a hacer que se castigue en el Uruguay 
la comisión generalizada o sistemática de esos actos, pero no los actos aislados o esporádicos. 


En Argentina, por ejemplo, desde la perspectiva de Amnistía Internacional, una grave violación a los Derechos Humanos que ocurre 
con frecuencia está dada por los actos de tortura perpetrados por agentes estatales generalmente en dependencias policiales de 
ciertas provincias. Merced al Estatuto de Roma, ese tipo de comportamiento —ya sea uno, cinco, diez o veinte casos de tortura- no 
cae bajo la competencia de la Corte; y si el proyecto de ley del Poder Ejecutivo se contenta con sólo remitir al Estatuto, esos actos, 
en el Uruguay, van a seguir quedando sin castigo. 


Quiero decir que al comienzo omití decir que nuestra organización no toma partido sobre la técnica legislativa que adopten los 
Estados para implementar el Estatuto. Entre ellas, está la vía de la remisión -que es el caso de Uruguay y de Venezuela- o de la 
tipificación, conducta por conducta, en el Código Penal o en una ley especial, aspectos sobre los cuales nosotros no tenemos 
parecer. Ahora bien; por vía de esta remisión que hace el proyecto de ley del Poder Ejecutivo al Estatuto, se incurre en algunas 
incongruencias. Así, por ejemplo, uno de los crímenes de guerra que reprime el Estatuto de Roma es el de listar la conscripción de 
los niños menores de 15 años, tanto para los conflictos armados de carácter internacional como no internacional. El Uruguay es un 
Estado signatario de un Protocolo adicional a la Convención de los Derechos del Niño, que establece la edad de la prohibición en 
los 18 años y no en los 15. Como es sabido, por el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el derecho de los Tratados, se 
establece que toda vez que un Estado firma un Tratado, se compromete a no frustrar los propósitos o los fines del mismo. En este 
sentido, nosotros interpretamos que si el Uruguay se contentara con remitir al Estatuto de Roma, que establece la edad de la 
limitación en los 15 y no en los 18 como lo fija el Protocolo que nuestro país ha firmado, en definitiva, estaría frustrando el propósito 
de un Tratado que, libre y voluntariamente -aunque no ha ratificado aún- se ha comprometido a no frustrar. Desde nuestra 
perspectiva decimos que si el Uruguay fijara la edad en los 18 años —como lo hace por ejemplo el proyecto de implementación 
brasileño, el argentino, el congoleño, entre otros- se estaría dando satisfacción tanto al Protocolo adicional como al Estatuto de 
Roma. 


Por otra parte, cabe indicar que existen otras conductas que el Uruguay se ha comprometido a reprimir en su legislación interna. 
Concretamente, me refiero a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 que, como probablemente sea de conocimiento 
de los señores Senadores, constituyen la columna vertebral del derecho humanitario. En sus cuatro Convenios y en sus dos 
Protocolos adicionales —todos estos, instrumentos que el Uruguay ha ratificado en el pasado- se establecen una serie no 
exhaustiva de crímenes de guerra. Por su parte, el Estatuto de Roma, que tiene un listado de alrededor de cien crímenes de 
guerra, no alcanza a incluir en su texto todos aquellos que están contemplados en los Convenios de Ginebra y en los Protocolos 
adicionales, así como en otros instrumentos que el Uruguay ha ratificado. Así, por ejemplo, podría citar entre otras conductas, "la 
demora injustificada de repatriar o liberar a prisioneros o a población civil una vez concluido el conflicto armado". Vuelvo a insistir 
que esta es una conducta que nuestro país se ha comprometido a reprimir en su legislación interna y que ha omitido el 
cumplimiento de ese deber. Los proyectos argentino y brasileño incluyen esta conducta como un crimen de guerra. Entre otros, 
citamos: "el ataque a zonas desmilitarizadas; el hacer padecer hambre a la población civil en los conflictos armados de carácter no 
internacional; el sometimiento a castigos colectivos y actos de terrorismo". A esto debemos agregar aquellas conductas 
comprendidas en el Convenio sobre Armas Convencionales excesivamente nocivas sobre efectos indiscriminados y sus cuatro 
Protocolos adicionales; y en la Convención sobre minas antipersonales, otros dos convenios ratificados por el Uruguay. Este es un 
sumario muy breve, a vuelo de pájaro, de un documento que fija nuestra posición. 


En lo que tiene que ver con los crímenes que describe el Estatuto de Roma y a los que hace remisión el proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo de Uruguay, pensamos que es una norma muy importante en la que quedarán incluidas conductas que nuestro país hace 
muchos años se obligó a castigar internamente. Es una norma positiva pero tiene ciertos defectos que son salvables en el estadio 
en el que nos encontramos. 


Por otro lado, Amnistía Internacional no le pide al legislador uruguayo que realice una labor innovadora en el Derecho Internacional, 
sino que simplemente la legislación interna incrimine a aquello que el legislador en el pasado ha reconocido como parte de la 
legislación positiva del Uruguay. 


Hay una segunda parte del proyecto de ley del Poder Ejecutivo que también es muy importante y positiva en muchos aspectos, que 
remite a los principios generales de Derecho Penal que consagra el Estatuto de Roma. Nuevamente pensamos que esa 
aproximación que remite a todos los principios enumerados en el Estatuto de Roma es positiva. Por ejemplo, consagra la 
imprescriptibilidad del genocidio, del crimen de "lesa humanidad" y de los crímenes de guerra. Hemos visto con bastante desazón 
las normas sobre prescripción que contiene el Código Penal del Uruguay, que son aplicables y comunes en todos los países del 
orbe a los delitos comunes, pero no a los crímenes de Derecho Internacional, que es de los que estamos hablando. El Código 


Penal uruguayo no tiene una norma de excepción para cierto tipo de comportamientos. Por ejemplo, interpretamos que si pudiera 
existir una acusación de genocidio en el Uruguay sobre Hitler —si estuviera vivo- ese delito hubiera prescripto conforme a las 
normas uruguayas, y no nos parece que sea ajustado a Derecho. 


Otra norma muy importante a la que remite el proyecto de ley es la llamada inobservancia de la posición oficial, es decir que no se 
reconocen inmunidades de ninguna naturaleza, ya sea que se trate de jefes de Estado, jefes de Gobierno, parlamentarios o 
funcionarios públicos. Es un principio consagrado en el Estatuto de Roma al que remite el proyecto, y constituye una norma común 
a todas las leyes de implementación en la región y en Europa. Sin embargo, desde nuestro punto de vista hay algunas falencias. 
¿Por qué? Como ustedes saben, el Estatuto de Roma fue un texto negociado —y este punto en forma especial- por los ciento 
cincuenta países que participaron de las deliberaciones. En algunos puntos puntuales —valga la redundancia-, algunos institutos 
que consagra el Estatuto de Roma no reflejan el más alto estándar del Derecho Internacional. A continuación voy a citar algunos 
breves ejemplos. Podemos citar la responsabilidad de los jefes y otros superiores, que es la llamada responsabilidad de comando. 
El Estatuto de Roma es el primer instituto convencional que distingue entre la responsabilidad superior militar y la del civil. El 
Uruguay es un Estado parte de los convenios de Ginebra que consagran un mismo e inequívoco estándar de responsabilidad para 
cualquier superior, sea civil o militar. Pensamos que existiendo una norma de esa naturaleza vinculante para el Uruguay, debe ser 
esa la que se siga y no la del Estatuto de Roma. Idéntica petición hemos hecho otros Gobiernos de la región. 


Otro punto muy interesante, en el que desgraciadamente los argentinos somos especialistas, es el llamado "órdenes del superior" u 
"obediencia debida". El Estatuto de Roma es uno de los muy contados instrumentos internacionales —-me animaría a decir el único- 
que consagra a las "órdenes del superior" como una eximente de responsabilidad penal. Es decir que la persona que demuestre las 
tres condiciones que establece el artículo 33 del Estatuto, queda exenta de responsabilidad penal. Desde nuestro punto de vista las 
órdenes del superior, la obediencia debida, pueden constituir una mitigante de responsabilidad penal, pero no una eximente. En ese 
sentido, se expiden el artículo 8% de la Carta del Tribunal de Núremberg y la sentencia del mismo, los dos Estatutos de los 
Tribunales "ad-hoc" de Naciones Unidas que existen hoy día para la antigua Yugoslavia y Rwanda, el Proyecto de Naciones Unidas 
de Código de Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad de 1996, y otros Tratados de los que el Uruguay es parte, 
como la Convención sobre la Tortura, que dice que en ningún caso el cumplimiento de la orden de un superior eximirá de 
responsabilidad penal, y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. Vuelvo a insistir que si bien 
desde nuestro punto de vista la aproximación en términos generales es positiva, pensamos que es perfectible y, en definitiva, es lo 
que venimos a solicitar al legislador del Uruguay. 


Hay otra norma en el proyecto de implementación del Poder Ejecutivo que también nos ha llamado la atención. Me refiero al 
artículo 3%, donde en uno de sus parágrafos dice que la República podrá adoptar todas las medidas necesarias para ejercer su 
jurisdicción cuando un presunto responsable de alguno de estos crímenes ingrese al territorio del Uruguay. Repito: "podrá adoptar 
las medidas necesarias para ejercer su jurisdicción". 


Desde nuestro punto de vista, Uruguay debe ejercitar su jurisdicción en tales casos. No se puede tratar de una mera potestad o 
facultad, la que en definitiva, tampoco queda claro a quién está conferida, pues se dice: "La República podrá...". Realmente, esto es 
casi una pregunta que formulamos, pues no llegamos a dilucidar el sentido de esta propuesta del Poder Ejecutivo. Desde el punto 
de vista de Amnistía Internacional, esto debe constituir un deber, y este aspecto está explicado detalladamente en el documento en 
el que fijamos nuestra posición. 


A continuación, haremos referencia a otras tres observaciones —que en absoluto son exhaustivas- que formulamos. 


Los señores Senadores saben que el Estatuto de Roma contiene un artículo desgraciado, el número 72 -producto de las influencias 
de una delegación gubernamental en concreto- que permite a todo Estado parte, en ciertas circunstancias, eximirse del deber de 
cooperar con la Corte cuando el proveer cierta documentación o información pueda afectar su seguridad nacional. Es decir, 
cualquier Estado que se haga eco de esa resolución está, en definitiva, haciendo uso de una atribución que le confiere el Estatuto 
de Roma. Por nuestra parte, somos de la idea de que Uruguay debe voluntariamente renunciar a ese tipo de potestad que el 
Estatuto le confiere. Evidentemente, nos cuesta imaginar en qué situación o circunstancia nuestro país, como cualquier otro, podría 
decir que no coopera con un Tribunal Internacional porque el hecho de proveer cierta documentación podría afectar su seguridad 
nacional. Eso sería dar más importancia a la seguridad nacional que a la Justicia Internacional. Así pues, tal como ya hemos pedido 
a un buen número de gobiernos, solicitamos la renuncia voluntaria a esa potestad a la que Uruguay tiene derecho de hacer uso. 


Hay otras dos cuestiones sobre las que nos gustaría llamar la atención de los señores Senadores, aunque no tenemos la intención 
de abundar en detalles. Una de ellas tiene que ver con una disposición contenida en el artículo 9, literal n), a través de la cual se 
confiere al Poder Ejecutivo la potestad de proponer candidatos en las elecciones para Magistrados y para el Fiscal de la Corte. A 
este respecto, debemos señalar que Amnistía Internacional no toma partido en lo que refiere a qué órgano dentro de un Estado, 
dentro de un gobierno, debe tener la potestad o no de proponer candidatos a instancias internacionales. Lo que sí creemos es que 
ese procedimiento debe estar normado y, además, debe ser público y transparente; es decir, aún tratándose de una decisión 
privativa y discrecional del Poder Ejecutivo, todo el proceso de selección de los candidatos debe ser público. A nuestro juicio, la 
autoridad pública debe instar a los magistrados, a los profesores de Derecho y a todas las personas idóneas a presentar una 
candidatura para ser considerados dentro de los candidatos oficiales del Uruguay. Debe existir algún tipo de instancia pública en la 
que la sociedad civil pueda objetar o avalar un candidato y, en definitiva, quien tenga dentro del Estado la potestad de tomar una 
decisión a este respecto, tendrá que decidir discrecionalmente. En fin, insistimos en la necesidad de que exista algún tipo de 
instancia en la cual la ciudadanía pueda decir, por ejemplo: "este candidato no tiene los antecedentes que dice tener" o "este otro 
no tiene el conocimiento de la materia que sostiene", pues consideramos que sería algo muy valioso. 


Finalmente, otro punto que cuestionamos, como potestad conferida al Poder Ejecutivo, tiene que ver con lo que se establece en el 
inciso |) del artículo 9. Allí se expresa que es potestad del Poder Ejecutivo "Resolver sobre las cuestiones de inmunidad, en el 
sentido del artículo 98 del Estatuto ...", etcétera. Personalmente, no sé si los señores Senadores tendrán presente aquella iniciativa 
que la Administración estadounidense envió a todos los gobiernos del orbe a mediados del año pasado, para eximir a sus 
nacionales y a otras personas de la competencia de la Corte Penal Internacional cuando éstos pudieran perpetrar en el territorio de 
un Estado Parte —como es el Uruguay, por ejemplo- un crimen de la competencia de la Corte. Por nuestra parte, entendemos que 
desde que nuestro país es un Estado Parte, las cuestiones de jurisdicción y de inmunidades que puedan oponerse ante un Tribunal 
deben ser recibidas por un Juez y no por el Poder Ejecutivo. Corresponde a un Juez de la República decidir si tiene o no 


competencia para dilucidar un asunto de esta naturaleza, y no al Poder Ejecutivo motivado, obviamente -en uso de sus facultades-, 
por cuestiones políticas y no de justiciabilidad. 


Este es, en muy apretada síntesis, el panorama que queríamos plantear y compartir con los señores Senadores. Destacamos 
también que, desde la perspectiva de nuestra organización -que, como todos sabemos, es defensora de los Derechos Humanos- el 
proyecto de ley nos parece positivo, en el sentido de que significa un progreso importante para el Uruguay. Sin embargo, volvemos 
a insistir en que creemos que algunas normas pueden ser mejoradas y perfeccionadas. Por último, señalamos que también hemos 
hecho llegar este documento a la Cancillería, que fue la autora —por decirlo de alguna manera- del proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR KORZENIAK.- Agradecemos la presencia del representante de Amnistía Internacional Argentina, señor Hugo Relva. 
Queremos decirles que, como siempre, estudiaremos con mucho cuidado el proyecto así como la exposición que acaba de hacer. 
Por diversas razones nosotros venimos siguiendo desde hace mucho tiempo la posición de Amnistía Internacional. Exactamente, 
desde que Amnistía inauguró una larga sesión en el Paraninfo de la Universidad, donde tuvimos el honor de participar. Además, 
conocemos algunas objeciones de Amnistía Internacional al propio texto del Tratado de Roma que viene desde aquella época, 
antes de su vigencia. De manera que, naturalmente, distribuiremos con cuidado la exposición que ha hecho. Queremos aclararle 
que a partir del 1% de marzo comenzará a reunirse la Comisión de Constitución y Legislación y, seguramente, este será uno de los 
temas al que le daremos preferencia. Uruguay tiene una larga tradición en atender los instrumentos internacionales y más los de 
esta naturaleza. Todos queremos que esa tradición sea continuada. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 57 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


